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Honorable Cámara de Diputados

     Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE LEY

SITIOS DE MEMORIA COMO ESPACIOS DE CONSTRUCCIÓN DE LA MEMORIA HISTÓRICA Y DE FORMACIÓN EN DERECHOS HUMANOS DIRIGIDO A LOS ASPIRANTES A INGRESAR A LA POLICÍA BONAERENSE.
EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS   DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

ARTÍCULO 1°.- Se establece como obligatoria, para todos aquellos aspirantes a formar parte de la Policía Bonaerense, la visita al Museo de la Memoria (ex ESMA) y al menos a uno de los más de 100 Centros Clandestinos de Detención (CCD) que funcionaron en la Provincia de Buenos Aires, señalizados como tales por el Programa Sitios de la Memoria que funciona en el Área de Investigación y memoria de la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia.

ARTÍCULO 2°.- Las visitas al Museo de la Memoria y a los CCD se realizarán en el marco del módulo dedicado a formación en Derechos Humanos, correspondiente al primer ciclo lectivo de la Tecnicatura Superior en Seguridad Pública, de la que los aspirantes egresan con el grado de Oficial de Policía del Agrupamiento Comando de la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 3°.-Se designa como Autoridad de Aplicación de la presente Ley a la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 4°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS
SEÑOR PRESIDENTE:

Muchas fueron las dictaduras que sufrió nuestro país pero, sin dudas, la última dictadura cívico-militar (1976-1983) fue la más despiadada en la ejecución de un plan sistemático de exterminio que diezmó a una generación de argentinos y argentinas. La dictadura cívico-militar iniciada en el 76 tuvo desde sus inicios el claro objetivo de desmembrar el tejido social, los modos de organización y las redes de contención de los ciudadanos para imponer el neoliberalismo salvaje y la desregulación económica a sangre y fuego. Aunque en 1983 Argentina logró el retorno democrático, el terror había calado hondo en la población, y los autores y cómplices aún conservaban gran parte de su poder (político, económico y militar).

 Sin desmerecer la importancia histórica que tuvieron el Juicio a las cúpulas de las Juntas Militares y el trabajo de investigación realizado por la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP), lo cierto es que tuvieron que pasar muchos años antes de que empezáramos a construir  nuestra memoria colectivamente, sin el velo perverso de la denominada teoría de “los dos demonios” –que pretendió igualar al terrorismo de Estado con los movimientos de resistencia popular- ni la complicidad cobarde de gobiernos que indultaron a represores, torturadores y genocidas (1989, 1990) y dictaron leyes para garantizar la impunidad como la  23.492 de Punto final (1986) y 23.521 de Obediencia Debida (1987). 

Así, tanto durante la última dictadura como en las dos décadas siguientes, primero explícitamente y luego desde las sombras, las corporaciones cívico-militares incentivaron y legitimaron los sentimientos antidemocráticos, el desprecio por el pueblo, la violencia institucional y el abuso de poder, especialmente al interior de las Fuerzas represivas del Estado (Ejército y Policías). Esta historia comenzó a dar un giro hacia la verdadera búsqueda de justicia recién a partir de 2003, con la llegada al gobierno de Néstor Kirchner.

Desde el comienzo de su gobierno en 2003, Néstor Kirchner planteó que la recuperación de la memoria, verdad y justicia suponía una refundación ética de la sociedad y que ésta no era una tarea de los partidos políticos. La apelación explícita a este impulso ético y la re-inscripción jerarquizada en la escena pública de los principales íconos de este movimiento -como las Madres de Plaza de Mayo, las Abuelas y los HIJOS de desaparecidos- después de años de permanecer en los márgenes de la resistencia, es sin duda un elemento fundante de este nuevo período que se inició en la última década.

Así lo puso en evidencia desde el inicio el propio Kirchner en su primer discurso ante la Asamblea Legislativa cuando hizo el comentario que “en los círculos de la política argentina antes del 2003 se conversaba cómo se declararía la constitucionalidad de las leyes de obediencia debida y punto final” (que dos años después fueron derogadas por el Estado). El 24 de marzo de 2004, durante el aniversario del Golpe de Estado, Néstor Kirchner en su carácter de Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas ordenó descolgar los cuadros de los genocidas Videla y Bignone del Colegio Militar, del que habían sido Directores. También creó el primer Museo de la Memoria en el predio de la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA), donde funcionó uno de los más grandes centros clandestinos de detención del país, que funcionó además como centro de operaciones del plan sistemático de apropiación de bebés. En ese acto, el Presidente Kirchner “pidió perdón en nombre del Estado argentino por los crímenes de la dictadura militar”. 

La carga simbólica de estas medidas resultó contundente, pero ellas adquirieron un sentido aún más profundo y duradero al verse acompañadas de una política de derechos humanos que es analizada como modelo en el mundo entero. Mientras en países que pasaron por aberraciones similares como Chile, Uruguay o España no se juzgaron los crímenes cometidos por el Estado durante las dictaduras y sus culpables siguen impunes, en Argentina, para el año 2012,  había 875 procesados, 300 condenados por crímenes de lesa humanidad, 12 juicios orales y públicos realizados en distintos lugares del país y 300 causas en trámite en la etapa de instrucción.

Por todo esto, creemos que es muy importante fortalecer el compromiso del Estado con la memoria, la verdad y la justicia, compromiso que la Policía Bonaerense ha iniciado con la inclusión de contenidos referentes a los derechos humanos en la formación de las nuevas generaciones de oficiales. Es así que promovemos la profundización de esta política con la inclusión de visitas obligatorias al Museo de la Memoria, ex ESMA, y a los centros clandestinos de detención que funcionaron en el territorio provincial, contribuyendo a la construcción y profundización de una nueva formación y mentalidad en los futuros policías, y al replanteo de las prácticas que sobreviven de décadas pasadas, de manera de erradicar aquellas prácticas y acciones que atentan contra los derechos fundamentales de las personas.
Además, a través de estas visitas, se abre la posibilidad de generar espacios de reflexión sobre el pasado reciente, el terrorismo de estado y sobre aquello que de ese pasado sigue vigente en su institución. Y de esta manera,  contribuir a afianzar las políticas de Estado de democratización de las fuerzas de seguridad y de un cambio de paradigma en la formación de las fuerzas de seguridad.
